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Acta N° 5 de enero 15 de 2009
   



Decide la Sala el recurso de apelación que la  sociedad Mineros San Antonio Ltda. interpuso contra el auto del 29 de mayo de 2008 proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Apía, en el proceso ejecutivo singular iniciado por el Banco Superior, cesionario Pablo Emilio Salazar Rivera, contra  Alberto Castaño Abadía y la recurrente.
  



ANTECEDENTES

  



En el mencionado proveído, ante solicitud del ejecutante cesionario y con apoyo en lo prescrito por el artículo 332 del Código de Minas (Ley 685/01), dispuso el juzgado “EMBARGAR los derechos a explorar y explotar emanados de las Licencias 12613 y 10214 a nombre de la ‘Sociedad Mineros San Antonio Ltda.’ que corresponden a los inmuebles ‘Manganeso o La Yolanda’ y ‘La Gallego y Minitras’ respectivamente.”
   



Frente a esa decisión la precitada sociedad interpuso recurso de apelación que sustentó en esta sede; indicó que ante esta Sala cursaba otro recurso en el que se discutía la legitimidad del cesionario; que los demandados no habían renunciado a los derechos previstos en el inciso 8º del artículo 513 y en el 517 del C.P.C. que se refieren a la limitación y reducción de embargos; que para el 19 de junio de 2007 se solicitó la suspensión de la diligencia de remate programada para el día siguiente a lo que el despacho accedió siguiendo lo estatuido por los artículos 521 y 537 ibídem, teniendo en cuenta la liquidación del crédito y costas, así como el proyecto de las adicionales, que daba como valor adeudado la cuantía de $41’029.695 y, sin embargo, se consignaron $50’00.000 quedando prácticamente garantizado el pago de la obligación; además, se cuenta con los bienes que serán objeto de la subasta, al igual que los que por concepto de remanentes se solicitaron y esto haría improcedente cualquier otra medida cautelar, lo que se aúna al hecho de que también existen certificados de paz y salvo que dan cuenta de la extinción de la deuda en cobro. 




No hubo pronunciamiento de la contraparte y ahora se resuelve, previas las siguientes:
    



CONSIDERACIONES
  



Dos cosas estima la Sala pertinente señalar: la primera, que cualquier disquisición que plantee la apelante en relación con la legitimidad del cesionario no puede  ser de recibo en esta ocasión, como quiera que tal inquietud quedó despachada en esta sede el pasado 15 de octubre 
 a favor del cesionario solicitante de las medidas cuyo reparo es objeto de revisión.
 



La segunda, que en este mismo proceso, mediante providencia del 28 de noviembre pasado (acta número 407 de esa misma fecha), se desató la alzada promovida por la misma sociedad en relación con el auto que modificó la liquidación adicional del crédito y se determinó que para el 15 de junio de 2007, fecha en la que se consignó una considerable suma de dinero, se cubrieron capital e intereses, quedando un remanente a favor del demandado imputable a las costas procesales que una vez liquidadas por el juzgado de instancia viabilizará la eventual terminación del proceso por el pago total, o su continuación, si acaso quedara algún residuo por satisfacer. 

  



De manera que esta breve descripción de lo que ha ocurrido en el proceso no permite, en las condiciones actuales, decretar la medida cautelar solicitada, porque es evidente que la causa que la motiva no existe en este momento, mucho menos si de las copias remitidas por el juzgado queda en evidencia que hay otros bienes ya embargados, avaluados y en vía de ser rematados, lo que contribuye a la garantía de la suma que los demandados pudieran salir a deber, una vez se efectúe la liquidación de las costas, que es lo único que en el presente justificaría una medida de esa naturaleza. 
   



Esta actuación no genera costas, de acuerdo con lo previsto en el numeral 5º del artículo 392 del C. de P. C.
DECISIÓN

  



En mérito de lo discurrido, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior de Pereira, REVOCA el auto protestado y en su lugar se deniega el decreto del embargo y secuestro de los títulos mineros otorgados a la Sociedad Mineros San Antonio Ltda., mediante las licencias de que da cuenta el escrito petitorio (f. 13 y 14, c. copias).
  



En firme este auto vuelva la actuación al juzgado de origen.

Sin costas.

  



Los Magistrados,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                     
                 CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

� Acta Número 349 de octubre 15 de 2008, radicación 1998-00338-02  (Se negó adición de dicho proveído y la solicitud de nulidad de plano con Acta Nro. 374 de noviembre 5/08)
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